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	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la defensa contra el fallo de condena proferido el pasado veintiuno (21) de Septiembre de 2007. 


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, son:

1.1.- Se asegura, que el día trece (13) de febrero del año próximo pasado, se realizaron sendas diligencias de allanamiento y registro simultáneo en los inmuebles ubicados en la calle 45 No 12-74 del barrio Buenos Aires de Dosquebradas (Rda.) y en la Manzana 20, Casa 5 del barrio San Fernando Sector La Playa del Barrio Cuba de esta capital, en consideración a que según informe ejecutivo suscrito por funcionarios de policía judicial, en los citados predios se venían desarrollando actividades de impresión de diferentes obras sin la debida autorización de sus autores, y que posteriormente eran distribuidas en el mercado negro, utilizando para ello máquinas para impresión y encuadernación de los textos.

Efectivamente, en ese procedimiento se hallaron dos máquinas litográficas marca Multi Lift 295, una guillotina, libros terminados de diversos autores, materia prima para la elaboración de los mismos, papelería, carátulas, planchas para su terminación y libros de contabilidad; todo ello, sin previa autorización de esas obras intelectuales. Asimismo, se incautó el vehículo marca Chevrolet Swift, modelo 1991, de placas LAC 741, el cual estaba siendo utilizado para el transporte de esos materiales.
En esa diligencia fueron capturadas varias personas, entre ellas: JOSÉ GABRIEL ARREDONDO VELÁSQUEZ, HERNÁN DARÍO ORTIZ ARREDONDO y CARLOS ADOLFO ARREDONDO LÓPEZ. 

1.2.- A consecuencia de ese hallazgo, el día catorce (14) de febrero de 2007, se llevaron a cabo audiencias preliminares de Control de Legalidad de los allanamientos y registros, de suspensión del poder dispositivo de las maquinarias y equipos, de legalización de captura y de formulación de imputación. Esta última se hizo por el punible de Violación a los derechos patrimoniales de autor, conducta consagrada en el Título VIII, Capítulo Único, artículo 271 del Código Penal, reformado por la Ley 1032 de 2006. El cargo fue aceptado por algunos de los comprometidos, excepción hecha de JOSÉ GABRIEL, HERNÁN DARÍO y CARLOS ADOLFO, quienes no admitieron su responsabilidad en este ilícito.
1.3.- Ante esa no aceptación de cargos, el trámite siguió su rito ordinario con la presentación de un escrito formal de acusación de fecha catorce (14) de marzo de 2007, dentro del cual se reiteraron los cargos contenidos en la imputación; la Audiencia de Formulación de Acusación celebrada el día catorce (14) de Junio; la Audiencia Preparatoria del doce (12) de Julio; y el Juicio Oral que tuvo lugar el día ocho (08) de agosto, al cabo del cual se anunció el sentido del fallo de carácter condenatorio. 
Al momento de pronunciar su sentencia, se declaró la responsabilidad penal de los tres acusados, a quienes se impuso una sanción privativa de la libertad equivalente a cuarenta y ocho (48) meses de prisión y multa de 26.66 s.m.l.m.v., en calidad de coautores del delito imputado, al igual que la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por igual término. No se concedió la suspensión condicional de la ejecución de la pena, pero se sustituyó la intramural por la prisión domiciliaria. De igual modo, se dispuso la destrucción de los libros incautados y se ordenó la compulsación de las piezas procesales pertinentes con destino a la Fiscalía Especializada para la extinción de dominio del vehículo que fuera decomisado en el presente asunto.
Para arribar a esa decisión de condena, la a quo consideró que lo hallado en esas residencias, unido al seguimiento efectuado a las personas retenidas y a la actividad que estaban desarrollando en el preciso instante del registro, permitían sostener que los aprehendidos fueron sorprendidos en flagrancia cuando de manera consciente participaban en la defraudación a los derechos patrimoniales de autor por la distribución de obras literarias sin contar con autorización legal para ese efecto.
1.4.- La defensa no estuvo de acuerdo con esa determinación y la impugnó, motivo por el cual los registros fueron enviados a esta Corporación para desatar la alzada.
2.- El Debate

2.1.- Defensor -recurrente-

- Considera que de parte de la Juez de instancia se presentó un error en la apreciación de los testimonios, porque no tuvo en consideración que los agentes de policía judicial no fueron claros en sus dichos, puesto que inicialmente relataron que tuvieron conocimiento de esa actividad y procedieron a verificar la información, incluso con la toma de fotografías; empero, al momento del contrainterrogatorio de la defensa no pudieron probar la metodología realizada en el preciso instante de la comisión del delito, con lo cual, no hubo realmente captura en flagrancia, ni existe prueba del mencionado seguimiento.
- Observa ausencia de elementos materiales de convicción, puesto que si eran dos los inmuebles involucrados y se solicita el allanamiento, se debió probar que ellos estaban formando parte de una organización, pero no fue así. En otras palabras, dice, no hubo prueba de un concierto para delinquir.

- No se derrumbó el principio de inocencia, dado que ellos explicaron la razón por la cual se encontraban en ese lugar y no podía edificarse el citado indicio de presencia.

- El perito se limitó a hablar de las adulteraciones físicas o materiales, pero aquí era necesario demostrar la existencia de un contrato de cesión para la protección de los derechos patrimoniales y morales. Contrato que debía venir acompañado de la autorización del autor de cada libro y de esa manera evitar que fuera reproducido por terceras personas. No existe una demostración probatoria acerca de que esto realmente constituía una defraudación patrimonial, si se tiene en cuenta que las mismas casas distribuidoras a veces comercializan material con características diferentes a los originales.
- No se dio cumplimiento al principio de integridad probatoria, porque: (i) no se enseñó la licencia que demuestre que cada obra pertenece a determinada persona; (ii) no se trajo el contrato en donde constan los compromisos de cada parte con el fin de evitar la defraudación a los derechos patrimoniales de los autores; y (iii) tampoco se aportó el contrato de cesión en donde se da la autorización a la casa editorial para la explotación de las obras. Como nada de eso existe, entonces no se tiene certeza si la obra es en verdad original o es pirata, porque esas distribuidoras manejan varios tipos de ellas y lo hacen de cualquier manera al tener una simple autorización de parte del autor.
- Aquí no hubo “dolo específico”, simplemente ellos estaban en el lugar equivocado, pero no por ello se puede concluir la responsabilidad penal. No estaban pegando libros, no estaban comercializando, no estaban distribuyendo, sólo estaban “llevando libros” de un lugar a otro. No tenían en su poder esa maquinaria, sólo el carro.
- El haber estado uno de estos personajes involucrado en un proceso similar en la ciudad de Medellín, no implica que estén necesariamente comprometidos en este nuevo asunto. Dice que se trató de una sola sentencia condenatoria, pero “ya fue precluida allá en Medellín”.
- El hecho de que los propietarios de esos inmuebles no exigieran los documentos respectivos para la elaboración de esas obras literarias, no puede repercutir desfavorablemente en estas otras personas porque ellos fueron contratados para llevar unas encomiendas debidamente empacadas. Se trataba de cajas abiertas y sólo debían transportarlas, razón por la cual no tenían conciencia de las condiciones del material que estaban desplazando.
- Ha llamado la atención que estas personas se desplazaran desde otro Municipio del Departamento (“La Virginia”), a efectuar una labor de acarreo que perfectamente podían realizar otras personas de la capital; pero se trata de una situación que sólo quedaba al criterio personal de estos jóvenes que querían prestar ese servicio.

2.2.- Fiscal -no recurrente-
- Ellos eran coautores porque realizaban una de las labores del eslabón delictual, no otra que el transportar que se encuentra incluida dentro de los verbos rectores del tipo penal en comento. Y lo hacían entre dos ciudades: Dosquebradas y Pereira. Se desplazaban desde la población de La Virginia (Rda.) y no era sólo para el acarreo de simple papel y cartulina, sino de obras ya confeccionadas en forma ilícita.
- En ambos inmuebles de Dosquebradas y Pereira, se encontraban los elementos complementarios para la finalidad pretendida. Lo que se requería para el éxito de esta investigación, era unir los dos procesos efectuados en una y otra parte, para concluir que se trataba de una organización dedicada a este tipo de defraudaciones patrimoniales y en esa actividad era indispensable el transporte.
- Se pudo establecer, como quedó consignado en el juicio, que se llevaron a cabo unas labores de verificación en las cuales se pudo constatar que estos jóvenes sacaban cajas para el traslado a Pereira y que el adulto (padre de uno de ellos) contactaba a las restantes personas que participaban en esa comercialización.
- Se tiene una sentencia condenatoria por medio de la cual se puede constatar se trata de personas que coinciden en estar en lugares en donde se defraudan los derechos de autor, y esta situación es muy disiente a efectos de conocer sus verdaderos designios.

- El perito aseguró que el material incautado es ilegal, conclusión a la que llegó luego de un análisis detallado de todos los elementos aprehendidos en los allanamientos. De ese modo, quedó establecido que los derechos de la Cámara Colombiana del libro fueron violados y que este proceder no puede llegarse a justificar por ignorancia o ingenuidad, dado que no contaban con la debida autorización para proceder en la forma en que lo hacían. No eran editores, ni reproductores, ni distribuidores legitimados.

- Solicita en consecuencia la confirmación del fallo recurrido y disponer el decomiso del automotor, toda vez que la dueña del rodante no puede ser considerada como una poseedora de buena fe.

2.3.- Representante de las víctimas -no recurrente-
- Está en un todo de acuerdo con los planteamientos esbozados por la Fiscalía.
- Recuerda el contenido del artículo 271 en los términos en que quedó redactado luego de las modificaciones introducidas por la Ley 1032 de 2006, por cuanto nadie puede efectuar reproducciones sin contar con la autorización expresa del titular de los derechos correspondientes. Por demás, el legislador fue sabio al incorporar dentro de esas actividades ilegales, la de “transportar” ese tipo de reproducciones al margen de la ley.
- No comprende lo esbozado por la defensa cuando dice que “brillan por su ausencia” algunos elementos para la demostración del delito, cuando quedó establecido que mediante allanamientos efectuados por las vías legales fueron incautadas máquinas que estaban destinadas a la confección fraudulenta de esas obras literarias. De ese modo, se logró sorprender en flagrancia a los responsables, puesto que unos transportaban lo que otros elaboraban y cada uno tenía un oficio adicional dentro de los citados inmuebles. Precisa de todas formas, que aquí nunca se habló de “tenencia” y que no se puede desconocer, como lo hace el defensor, la contundencia que una situación como la narrada, posee el indicio de presencia

- Tampoco es admisible que a esta altura procesal, la defensa venga a poner en duda la legitimación de las víctimas, de quienes solicita la presentación de los contratos con los respectivos autores, cuando de los documentos aportados quedó debidamente demostrado que esas casas editoriales son las titulares de esos derechos. No es pues el momento para poner en duda esa legitimación, cuando de haber tenido alguna reserva acerca de esa titularidad, debió hacerlo saber en el momento oportuno. No hubo lugar a discutir esos derechos porque no fueron objetados por la defensa en el transcurso del proceso.
- Habla el defensor de dos derechos, uno el patrimonial y otro el moral, pero olvida que ambos forman una unidad en los derechos de autor, porque el moral está consagrado en Colombia a favor del autor en forma directa, lo que significa que a pesar de los convenios, ese derecho moral es inalienable e imprescriptible, con lo cual, el autor siempre será reconocido como tal. En cambio, el patrimonial sí puede ser cedido en su dominio para efectos de la explotación económica por las casas editoriales; precisamente por eso, son éstas quienes arriesgan su propio peculio en pro de una legítima ganancia. En síntesis, aquí sí se afectó el patrimonio de las distribuidoras autorizadas y deben tenerse como víctimas. La conducta fue eminentemente antijurídica por afectación al patrimonio económico legítimamente constituido.

- Para el caso concreto, no hay lugar a sostener la existencia de alguna exoneración a la violación a los derechos de autor, como sería por caso el fin educativo que aquí no se aprecia por parte alguna. Recuerda incluso, que el simple acto de sacar fotocopias de una obra literaria, como es de usanza en nuestro país, ya es comportamiento al margen de la ley y debe ser sancionado.
2.4.- Procurador Judicial -no recurrente-

- Solicita la confirmación porque a su juicio se ha dado plena demostración a la materialidad del delito y a la responsabilidad de los enjuiciados.
- Las obras incautadas son de reproducción ilegal, como fácil se advierte al constatarse que provenían de unas fábricas clandestinas.
- El transporte se realizó por la concurrencia de voluntades mancomunadas entre quienes así procedieron y aquellos que elaboraban las obras de procedencia ilícita.
- Los registros se llevaron a cabo precisamente porque ya se contaba con una información debidamente verificada y que daba buena cuenta de las actividades al margen de la ley por el citado grupo. 
- Tienen cabida, por supuesto, los indicios de presencia, oportunidad y capacidad para delinquir; como quiera que no se trató de una actividad ocasional, sino permanente y planificada. Además, debe tenerse en cuenta que ya otras personas involucradas aceptaron la comisión del delito y por ese allanamiento a cargos recibieron las condignas condenas.

En la parte final de la audiencia de sustentación, el señor Defensor solicitó la palabra para intervenir en réplica a una petición que hizo la delegada Fiscal, con respecto a disponer el decomiso del automotor incautado, a lo cual se opone tajantemente puesto que la Juez de primer grado no dispuso ese decomiso sino que ordenó dejar el vehículo a disposición del ente Fiscal para efectos de estudiar la extinción del dominio. Allí aparecen terceros de buena fe que reclaman la devolución y por lo tanto no es tema que daba tenerse en cuenta en este momento por el Tribunal. 

3.- La Decisión

Se han respetado las reglas del procedimiento y las garantías fundamentales de las partes e intervinientes, razón por la cual el Tribunal conocerá del recurso interpuesto por sujeto procesal habilitado, en nuestro caso el defensor de confianza.

Los motivos del disenso se refieren a la no demostración del punible y a la insuficiencia de prueba acerca de la culpabilidad de los encartados, esto es, corresponde definir el grado de acierto o desacierto en la decisión adoptada por la primera instancia al condenar a los tres acusados por el ente Fiscal. De ser lo primero se le dará cabal confirmación, de ser lo segundo, se procederá a dictar la sentencia de reemplazo. 
Pero antes de abordar esos temas centrales de inconformidad, la Sala se ve en el deber de hacer mención a otro punto que fue objeto de confrontación al momento del juicio. Nos referimos a una observación hecha por la defensa en el sentido que los organismos de seguridad del Estado no procedieron de inmediato a la incautación tan pronto obtuvieron la información del delito que se estaba fraguando y que por tanto no se dio una real aprehensión en flagrancia. 
El Juzgado de instancia despachó de plano el argumento, con la siguiente argumentación: “se trató simplemente de verificar si la noticia era cierta, y los agentes de forma prudente esperaron una orden de la Fiscalía y no los aprehendieron por una conducta menor, a la espera de obtener un mejor resultado en el desmantelamiento de las organizaciones al margen de la ley”. 

El tema, por supuesto, debió tratarse en las audiencias preliminares para efectos de controvertir la legalización de la captura, ora en la preparatoria para solicitar la exclusión de los elementos materiales probatorios, con el agotamiento de las instancias respectivas. Que tal circunstancia impida a esta altura procesal algún correctivo, no es óbice para que el Tribunal resalte que esa forma de proceder puede comprometer omisiones por parte de los organismos de seguridad, por ausencia de control judicial en sus actividades. Obsérvese que de por medio podían haber estado comprometidas figuras tales como el seguimiento a personas determinadas o la vigilancia de bienes por cierto período de tiempo, lo mismo que las figuras del agente encubierto, entrega vigilada y otras de similar estirpe, que deben someterse al escrutinio judicial so pena de dar al traste con los elementos materiales probatorios obtenidos en tan singulares condiciones. 
Queremos significar con lo anterior, que en cierto tipo de procedimientos policiales subyacen circunstancias que no se pueden soslayar y que los Jueces debemos estar atentos para impedir potenciales quebrantos a las garantías individuales. Situación que, se repite, para este caso tenía que ser materia de dilucidación en instancias anteriores a efectos de procurar la libertad o la exclusión de elementos materiales probatorios, si es que esos eran los objetivos pretendidos por la defensa.
Aclarado ese preliminar punto, la Sala abordará el tema de la responsabilidad propiamente dicha y en tal sentido encontramos que el defensor pone en tela de juicio el que la Fiscalía en realidad haya aportado todos los elementos de convicción que requiere el tipo penal atribuido a sus representados. El fundamento para ello, consiste en que no bastaba demostrar que sus clientes no contaban con la autorización de la casa editorial, porque es posible que las mismas distribuidoras pusieran en circulación material no genuino; además, que se debía demostrar la cesión de los derechos del autor que comprometiera a las casas editoriales a efectuar acciones para salir en defensa de los mismos, o que, de otra parte, los autores intelectuales de esas obras dieran un consentimiento directo para este tipo de reproducción.

Igual que ocurrió con el punto tratado en forma preliminar, el Tribunal dirá que las tesis defensivas sí tienen algún sentido, pero no son concluyentes para efectos de la responsabilidad que ahora se debate, y explicaremos porqué:

En verdad es procedente exigir que la configuración del punible de Violación a los Derechos de Autor tenga un cimiento probatorio real en aras de impedir posibles injusticias; en otros términos, para que no se asuma una posición mecanicista limitada a establecer si las reproducciones objeto de incautación cuentan o no con el aval de una casa distribuidora.

Es perfectamente admisible, que se pueda declarar la atipicidad o la no antijuridicidad material de la conducta -según el caso-, si en la actuación procesal se establece que el o los acusados se encuentran en una de las situaciones de excepción en las cuales está ausente el derecho de distribución por parte de una casa editora y no se afecta en modo alguno el derecho patrimonial y/o moral del autor.

Es sabido que los peritos se limitan a lo que es propio de su función, no otra que cotejar el material dubitado con aquél que se sabe procedente de las casas editoriales. Y en ese sentido, la conclusión a la que se llegó en esa labor no permite ninguna discusión, es diáfana e incontrovertible, como quiera que se analizó la calidad de papel utilizado, el entintado, el embotamiento en la impresión y el pegante en frío. Nadie ha osado para este caso pensar lo contrario. 
Pero esa situación eminentemente técnica, se debe unir a otra de contenido jurídico, consistente en establecer si para el caso dado se cuenta o no con autorización legal para la comercialización del producto, lo que se haría depender de la obtención de una respuesta acerca de si está o no vigente el registro en la Oficina de los Derechos de Autor en la capital de la República.

Y lo dicho importa para aquellos eventos en los cuales se argumenta la existencia de causales eximentes de responsabilidad, para nuestro caso las contenidas en los numerales 2 ó 5 del art. 32 del Código Penal, a saber: actuar con el consentimiento válidamente emitido por parte del titular del bien jurídico, en aquellos casos en los cuales se puede disponer del mismo y/o que el agente obró en legítimo ejercicio de un derecho o de una actividad lícita. 
Ocurre sin embargo, que esas causales deben tener algún soporte probatorio para hacerlas realidad, por eso, no obstante la duplicidad de análisis que con buen tino pretende resaltar la defensa, para el caso particular no hay lugar a pensar que alguna o algunas de esas circunstancias excluyentes de responsabilidad se hayan podido presentar, porque del expediente no se extrae, ni siquiera en forma indiciaria, que TODAS las obras contentivas del material incautado, contaban con algún tipo de legitimación para ser reproducido y comercializado, independientemente de que hayan sido o no autorizadas por una casa editora. 
Podría pensarse en sede de carga de la prueba, que es al Estado -directamente a la Fiscalía- a quien correspondía allegar otras evidencias documentales, con miras a establecer la ausencia de autorización; sin embargo, argumentos de peso nos indican lo contrario: a)- se imponía al menos una explicación racional en el actuar, pero como se sabe, esa justificación nunca se dio, ni siquiera de manera parcial por parte de los directos interesados en darla a conocer; b)- estaba de por medio una evidente trasgresión a la fe pública, pues no se puede negar que las obras presentaban características externas reveladoras de falsificación, todo lo cual pone en entredicho una virtual ingenuidad en su elaboración, y c)- de ellos debía partir la alegación de una causal excluyente de responsabilidad; sin embargo, los temas objeto de debate en el juicio no giraron en torno a alguna de ellas, simple y llanamente la defensa dirigió sus baterías al desconocimiento de los justiciables acerca del origen de ese material que resultó espurio. Actitud que perjudica cuando se tiene establecido que con el actual sistema acusatorio ya la Fiscalía no tiene el deber de investigación integral propio del esquema inquisitivo y a la defensa le corresponde el compromiso de presentar en juicio la prueba de su personal teoría del caso.

Debe tenerse presente además, que la reproducción en sí misma considerada no es lo trascendente para la configuración del injusto, tiene incidencia también el fin de comercialización que acompaña al autor. En ese sentido, lo que interesa de la prueba recaudada, no es tanto o no solo, quién o quiénes son los creadores de las obras y si aparecen registrados, o si se está menoscabando o no el derecho de reproducción que posee una determinada casa editorial; sino principalmente, si para el caso dado se cuenta o no se cuenta con autorización legal para su explotación económica.
En el evento que nos ocupa, en momento alguno se intentó introducir al debate como elemento defensivo “el contar, o creer contar, con autorización legal para la comercialización de ese material en tan singulares condiciones”; por el contrario, se itera, la defensa y los imputados centraron su argumentación en algo bien diferente. 
En lo averiguado no aparece, ni por asomo, que los autores de TODAS esas composiciones literarias dieran su consentimiento para que se distribuyeran en la forma en que se estaba haciendo por los tres involucrados. Por el contrario, lo que se muestra evidente es que ellos obraron a ciencia y conciencia de su mal proceder. Sabían de la ilegítima procedencia del material y de la no existencia de autorización por parte de los derechohabientes (directos, delegados o cesionarios). 
Así es, porque de lo verificado en los sendos allanamientos efectuados a casas de habitación ubicadas en Dosquebradas y el barrio Cuba en esta capital, se extrae que era inevitable para los aquí comprometidos el darse cuenta que se trataba de fabricas clandestinas de libros, porque existían máquinas litográficas para la impresión y elementos para su ulterior encuadernamiento.
Pero lo que compromete aún más el grado de responsabilidad del grupo, no sólo es ese hallazgo, sino también y ante todo, el engranaje existente, como quiera que uno de ellos (JOSÉ GABRIEL) ya había tenido una investigación por similar conducta y se llevó a su hijo y a un sobrino para hacer parte de esa labor contraria a derecho, misma que se desarrolló en pluralidad de actos puesto que iban y venían de un lugar a otro llevando consigo el material finalmente incautado. Significa ello, que eran personas esenciales en la cadena de distribución, tanto así, que HERNÁN DARÍO y el citado JOSÉ GABRIEL, fueron encontrados dentro del inmueble en donde se cumplía el acabado de las obras literarias. No obstante, el argumento defensivo utilizado consistió en que “solamente acompañaban a CARLOS ADOLFO en el transporte de una papelería”, es decir, pretendieron hacer notar que eran meros espectadores de la actividad del último citado, cuando se sabe que tenían un conocimiento directo en este acontecer y en momento alguno pueden pregonar ingenuidad.
Corolario de lo expuesto, se debe concluir que el acervo probatorio es más que suficiente para advertir una acción delictual llevada a cabo con pleno conocimiento de causa y es así por cuanto: (i)- se incautaron obras de creación intelectual destinadas al comercio sin contar con la autorización de sus autores o de una casa editora que respaldara su distribución, (ii) del peritaje llevado a cabo, se puede concluir que en verdad esas reproducciones carecen de las características propias de los originales; y (iii) tanto la Ley 23 de 1982, como su modificatoria -Ley 44 de 1993-, establecieron sanciones para quien “reproduzca una obra sin autorización del autor y sin el pago consiguiente de los derechos de propiedad”. Conducta punible finalmente recogida por el artículo 271 del Código Penal modificado por la Ley 1032 del 22 de junio de 2006 y aplicable a los tres sentenciados.
En esos términos, la decisión adoptada en la primera instancia debe ser confirmada.

ANOTACIÓN FINAL

No tiene competencia el Tribunal para hacer pronunciamiento alguno en torno al decomiso del vehículo materia de incautación, como quiera que el Juzgado de primera instancia dispuso en la parte resolutiva de la sentencia correr traslado de la actuación a la Fiscalía Especializada para una determinación por extinción de dominio, sin que tal determinación fuera objeto de impugnación por parte de la delegada Fiscal. En este particular sentido se atiende la réplica de la defensa.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de recurso. 
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE 
               LEONEL ROGELES MORENO

     Magistrado




         Magistrado

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN


  CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

    
     Magistrado 




          Secretaria
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